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Buenas tardes, agradezco este espacio de diálogo e intercambio de experiencias sobre un tema fundamental para nuestros países, como es la migración. En el Gobierno de México existe la convicción de que la cooperación internacional es un elemento fundamental para aprovechar las oportunidades y enfrentar los retos que la migración nos presenta. 
En ese sentido, resulta necesario avanzar en la definición de fórmulas que nos permitan fortalecer el trabajo conjunto, con especial énfasis en la protección de los derechos humanos de nuestros migrantes.

La Comisión Especial de Asuntos Migratorios de la OEA tiene el mandato de fomentar la cooperación internacional en materia de migración en el hemisferio, esfuerzo que sin duda respalda México. 

En el mundo de hoy, un tema fundamental de las agendas nacionales, regionales e internacionales es el de la globalización; la idea de “globo” que en cierto sentido presupone el abatimiento de las fronteras nacionales.

Los flujos informativos y los capitales financieros circulan globalmente. Se habla de las bondades del comercio global, de las inversiones foráneas y de la libre circulación de tecnologías. A la par, nuestros Estados deben enfrentar a diario el hecho de que la delincuencia organizada transnacional planifica y ejecuta globalmente sus actividades criminales.

En contraposición, las personas parecen estar excluidas de los beneficios de la libre circulación, en un planeta cada vez más integrado en todos los órdenes. Existen por supuesto justificadas preocupaciones en materia de seguridad, entre otros asuntos que se vinculan con la migración, pero queda claro que la seguridad no puede ser el elemento central que determine nuestras respuestas al fenómeno de la migración.
Como es bien sabio, México es un país que tiene mucho que decir y mucho que hacer en materia de migración. El reto para México es enorme, tanto a nivel interno como externo. Se trata de uno de los países en los que más patente resulta esa triple condición de territorio de origen, de destino y de tránsito de migrantes. 

El tema migratorio se ubica al principio de la lista de prioridades en nuestra interacción con Norteamérica, Centroamérica, el Caribe, e incluso con ciertos países sudamericanos. 

De acuerdo con un estudio del Banco Mundial (Migration and Remittances Factbook 2008), el corredor migratorio México – Estados Unidos es el más grande del mundo. 
Por supuesto, no se trata sólo de números, que en sí mismos representan un reto mayúsculo. Se trata de personas que migran para superar condiciones de pobreza y marginación; de personas que migran con el justificado anhelo de la reunificación familiar o por razones culturales y sociales; de personas en búsqueda de mejores oportunidades laborales o educativas, entre muchos otros factores que nos indican la importancia de imprimir un enfoque integral al tratamiento del fenómeno. 
Al respecto, los derechos humanos son un elemento que bajo ninguna circunstancia pueden estar ausentes de las políticas, acciones y acuerdos en materia migratoria. Las personas, no está demás repetirlo, deben ser el centro de toda política o proyecto migratorio, lo cual no presupone que deban pasarse por alto los retos que la migración sin duda plantea a los Estados.
En México estamos convencidos que ninguna nación puede buscar la prosperidad o la seguridad mediante la adopción de políticas que discriminen o que criminalicen a los migrantes. 

Es muy importante refrendar en este Foro las enormes aportaciones de los migrantes tanto a las comunidades receptoras como a las comunidades de origen, circunstancia doble que con creces se cumple en el caso de los mexicanos que residen en Estados Unidos y Canadá.

Como seguramente es de su conocimiento, México realiza esfuerzos considerables para proteger los derechos humanos de los mexicanos en el exterior; no en vano contamos, tan sólo en Estados Unidos, con una red consular que supera a la que la mayoría de los países tienen en el mundo entero. No ignoramos, sin embargo, que ese enfoque integral del que aquí hemos hablado nos obliga a garantizar el respeto de los derechos humanos de los migrantes en nuestro propio territorio. 
Aproximadamente 200 mil extranjeros indocumentados son asegurados cada año por autoridades migratorias mexicanas, en su mayor parte personas de  Centroamérica en tránsito hacia Estados Unidos. Por otro lado, alrededor de 40 mil trabajadores temporales guatemaltecos laboran en forma documentada en México y unos 500 mil inmigrantes residen en el país.

En consonancia con el principio de responsabilidad compartida y con el interés de dar coherencia a sus acciones, el Gobierno de México tiene el firme propósito de atender esta situación con el más estricto respeto a los derechos humanos de los migrantes. 

Reconocemos por supuesto que debemos redoblar nuestros esfuerzos para otorgar un trato digno a todos los migrantes, para lo cual tanto la cooperación como el intercambio de experiencias resultan indispensables. 

En este sentido, y en atención a las instrucciones del Presidente Felipe Calderón,  las instancias competentes del Gobierno de México trabajan en el establecimiento de un programa de migración para la frontera sur de México, cuyos objetivos son:

· Facilitar la documentación de los flujos migratorios; 
· Proteger los derechos humanos de los migrantes;
· Contribuir a la seguridad fronteriza; y
· Ampliar y mejorar la estructura legal y tecnológica.

Con este programa se pretende ampliar la documentación de los diferentes flujos migratorios, tener un mayor control y verificación de flujos de entradas y salidas, incrementar el combate a la corrupción, mejorar los servicios migratorios, generar mecanismos de repatriación segura y ordenada, capacitar a las autoridades migratorias y, en consecuencia, fortalecer el combate al tráfico y la trata de personas, en un marco de pleno respeto a los derechos de los migrantes. 
No omito señalar que en el desarrollo de este programa para la frontera sur de México deberemos trabajar de la mano con nuestros vecinos centroamericanos. 

Un ejemplo de mejora regulatoria recientemente implementado consiste en la sustitución de la Forma Migratoria para Visitantes Agrícolas, mecanismo que permitía a nacionales de Guatemala trabajar legalmente en el estado mexicano de Chiapas en el sector de la agricultura, por una nueva Forma Migratoria que ahora permite el ingreso documentado de trabajadores guatemaltecos y beliceños para que aporten su esfuerzo en distintos sectores, no sólo el agrícola, y que incluye, además de Chiapas, otros tres estados del sur de México. 

En materia de combate a la trata de personas, especialmente mujeres, niñas y niños, el Instituto Nacional de Migración (INM) mantiene una colaboración permanente con instancias como la Comisión Interamericana de Mujeres, la Organización de los Estados Americanos, la Organización Internacional para las Migraciones, así como con la Secretaría de Relaciones Exteriores y el Instituto Nacional de las Mujeres.

Como complemento a las políticas migratorias de respeto a los derechos humanos, el Instituto Nacional de Migración opera desde 2003 un Programa de Dignificación de Estaciones Migratorias, el cual tiene por objeto mejorar las condiciones físicas y los servicios de las instalaciones destinadas al aseguramiento de migrantes indocumentados.
Actualmente, México cuenta con 48 estaciones migratorias ubicadas en 23 estados de la República, con una capacidad total de alojamiento de cerca de 4 mil personas.

Una de las principales preocupaciones manifestadas por mecanismos internacionales de derechos humanos y organizaciones de la sociedad civil es el uso de instalaciones no aptas para el aseguramiento de migrantes. Al respecto, desde marzo de 2007 está prohibido habilitar centros de detención, ya sea cárceles estatales, municipales o federales, como estaciones migratorias.

Por otro lado, un mecanismo de protección de los derechos humanos de los migrantes asegurados en las estaciones migratorias son las visitas de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, lo cual permite conocer el comportamiento del fenómeno migratorio, dialogar con los migrantes y recabar sus quejas, así como medir e impulsar la mejora en la calidad del funcionamiento de estas instalaciones.

En 2007, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos realizó 1,308 visitas a las estaciones migratorias, lugares habilitados y puntos de revisión, en donde se efectuaron 2,122 gestiones a favor de los derechos humanos de los migrantes. 

Con el objetivo de que estos esfuerzos resulten verdaderamente integrales, deben ir acompañados por la debida capacitación de los funcionarios públicos responsables de la atención a migrantes. Los cursos que se imparten a los agentes migratorios cubren tópicos como los siguientes: Derecho internacional y nacional de los refugiados; derechos humanos; atención a niñas, niños y adolescentes víctimas de explotación sexual comercial infantil; sensibilización en torno a la trata de personas, entre otros.
Toda vez que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha recibido denuncias presentadas por migrantes, quienes manifiestan maltrato contra su persona y, por consiguiente, violación a sus derechos humanos, estamos fortaleciendo la colaboración entre las instancias de seguridad y las instituciones orientadas a la atención del proceso migratorio y que tienen que ver con políticas de protección al migrante.

Asimismo, a fin de brindar mejor atención a las quejas por violaciones a los derechos humanos, la Comisión Nacional de Derechos Humanos ha instalado oficinas en distintos puntos de las fronteras norte y sur de México, así como en el centro del país. 

En el caso de la cooperación regional, en 2006 se suscribió el “Memorándum de Entendimiento entre México, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua para la repatriación digna, ordenada, ágil y segura de nacionales centroamericanos migrantes vía terrestre”.

Este documento tiene la finalidad de garantizar que los migrantes que fueron detenidos en México por no acreditar su estancia legal, regresen a sus países de manera inmediata, sin que exista de por medio un procedimiento administrativo de aseguramiento y una eventual expulsión. Asimismo, establece atención diferenciada a grupos en situación de vulnerabilidad como mujeres embarazadas, menores de edad, personas con discapacidad y adultos mayores de 60 años.
La política exterior de México en materia de protección de los derechos humanos de los migrantes tiene como fundamento los principios de no criminalización de la migración, la universalidad de los derechos humanos independientemente de la situación migratoria, y la responsabilidad compartida de países de origen, tránsito y destino para atender de manera integral el fenómeno de la migración, toda vez que se requieren acciones y compromisos en el marco de la cooperación internacional, a efecto de encontrar respuestas equitativas y equilibradas.

Para llevar a cabo esta política, México colabora ampliamente con los mecanismos internacionales de derechos humanos. Al efecto, en marzo de 2001 el Gobierno de México realizó una invitación abierta a todos los representantes de mecanismos que deseen visitar el país. 

Para México, las recomendaciones y observaciones resultantes de dichas visitas y de la presentación de informes a los órganos de supervisión de los tratados son una importante herramienta para mejorar la situación de los derechos humanos en el país.

Adicionalmente, México ha promovido desde 1999 diversas resoluciones en la extinta Comisión de Derechos Humanos (ahora Consejo de Derechos Humanos), en la Asamblea General de la ONU y en la Asamblea General de la OEA, mediante las cuales busca atender la urgente necesidad de proteger los derechos de los migrantes, en particular de los trabajadores migratorios y de sus familias.

Tales resoluciones reconocen los diversos y positivos aportes de los migrantes hacia las sociedades de acogida y de origen, así como la situación de vulnerabilidad en que suelen encontrarse, sobre todo cuando se encuentran en situación irregular.

Señoras y Señores,

No obstante los esfuerzos realizados, el Gobierno de México reconoce que aún falta mucho por hacer para honrar nuestro compromiso con la defensa y promoción de los derechos humanos y para garantizar a todos los migrantes en nuestro territorio el pleno disfrute de sus derechos con dignidad y seguridad.

Decía un pensador y político mexicano que tenemos mucho “globo”, refiriéndose a la circulación de inversiones, mercancías y a la promoción del comercio, pero muy poco “mundo”, entendido como un orden en el que prevalezca la preeminencia de la persona y sus derechos como actor central no sólo del acontecer mundial sino de la propia globalización.  

El Foro que hoy celebramos representa un espacio privilegiado de diálogo. Compartir puntos de vista y experiencias de especialistas y expertos redundará en un enriquecimiento de las políticas públicas de los Estados americanos en materia migratoria, con miras a concretar esa aspiración de lograr flujos migratorios legales, ordenados, seguros y con pleno respeto de los derechos humanos. 

Muchas gracias. 
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